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FALLOS DE LA CORTE DE JUSTICIA DE SALTA 

RELATORÍA PENAL. TOMO 150 
 
ACLARATORIA. Art. 510 del C.P.P. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la aclaratoria presentada a fs. 346 y vta. 
DOCTRINA: El art. 510 del Código Procesal Penal establece que la multa deberá ser abonada en papel sellado, dentro de 
los diez días de quedar firme la sentencia; vencido ese término, el tribunal procederá conforme a lo dispuesto por los arts. 
21 y 22 del C.P. En cuanto a su ejecución, se remitirán los antecedentes al ministerio fiscal para que proceda por la vía de 
ejecución de sentencia y al fiscal de gobierno o procuradores fiscales. 
TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris.  DOCTRINA: Dr. Martini.  
CAUSA: QUERELLA CONTRA ACHO, JOSÉ POR CALUMNIAS E INJURIAS A PALAVECINO, OSCAR 
ESPERANZA – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 30.237/07) (Tomo 150: 449/452 – 29/octubre/2010) 
 
COMPETENCIA PENAL. Excepción al procedimiento sumario 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Instrucción Formal de Segunda Nominación 
para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: Si existe manifestación formal del damnificado directo del delito en orden a la constitución de actor civil y 
ésta es anterior al requerimiento de juicio, debe aplicarse la excepción prevista en el –hoy- inc. 3º del art. 353 del C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Ferraris, Garros Martínez,  Posadas, Vittar, Ayala.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C 
SOLORZA, MIGUEL; SORIA, MARTA POR LESIONES LEVES A FERNÁNDEZ, ANA LORENA - PIEZAS 
PERTENECIENTES – COMPETENCIA (Expte. N° CJS 33.211/10)  (Tomo 150: 803/808 – 9/noviembre/2010) 
 
COMPETENCIA PENAL. Excepción al procedimiento sumario. Constitución de Actor Civil. Oportunidad para trabar 

la litis civil. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado en lo Correccional y de Garantías de Primera 
Nominación para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: La excepción prevista en el –hoy- inc. 3º del art. 353 del C.P.P., sólo debe aplicarse si antes del 
requerimiento de juicio se toma conocimiento de la formal manifestación de un interesado de constituirse en actor civil. Si 
ello no ocurre y se da la situación de formulación de instancia tardía no puede dejar de ponderarse que la retrogradación 
del procedimiento hacia una etapa inicial para el total desarrollo de la instrucción implicaría afectar el principio de 
preclusión y la celeridad de actuaciones penales, pues se retrotraería el trámite a la etapa preliminar anulando una 
actividad requirente válidamente cumplida por el sólo motivo de haberse deducido una pretensión de carácter accesorio. 

De no constar constitución de actor civil previa al requerimiento de juicio el trámite a seguir es el siguiente: 
avocado el juez correccional, notifica al damnificado a los fines del ejercicio de la acción civil y la querella conjunta (art. 
358); luego, siempre en el principal, ordena el traslado del art. 359 y, paralelamente, de existir constitución de parte civil 
notifica ello al imputado en el correspondiente incidente sin que éste pueda oponerse; lo cual se infiere de la derogación 
por sustitución de los arts. 79 y sgtes. de la ley 3645, en relación a las previsiones sobre el particular contenidas en os arts. 
82 y cc. de la ley 6345. 

Una vez integrada la defensa del imputado, contestado y resuelto el traslado o vencido el plazo del art. 359, pero 
siempre antes de citar a juicio, de existir actoría, en el incidente el juez notifica a la parte para que en cinco días concrete 
la demanda (art. 83); concretada, corre traslado a los demandados civiles por el término de seis días (art. 91). 

Finalmente, contestada la demanda o su reconvención, ordena el decreto previsto en el art. 360 bis, sin pasar por 
alto que, por regla, las cuestiones incidentales planteadas entre las partes civiles se deciden en la etapa preliminar el juicio 
y que, específicamente, la resolución de las excepciones –sin distinción- pueden ser diferidas para la sentencia por auto 
fundado (arts. 91 y 350).  
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Ferraris, Garros Martínez,  Posadas, Vittar, Ayala.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C 
DÉCIMA, DARDO RAÚL POR HOMICIDIO CULPOSO AGRAVADO POR LA CONDUCCIÓN IMPRUDENTE DE 
UN VEHÍCULO AUTOMOTOR EN PERJUICIO DE CASIMIRO, CONCEPCIÓN FIDEL – PIEZAS 
PERTENECIENTES - COMPETENCIA (Expte. N° CJS 33.278 /10)  (Tomo 150: 1057/1064 – 15/noviembre/2010) 
 
COMPETENCIA PENAL. Juez de menores. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Primera Instancia en lo Civil de Personas y 
Familia de Cuarta Nominación para continuar interviniendo en estas actuaciones. 
DOCTRINA: El Juez de Menores investiga y juzga los delitos cometidos por menores que no sean plenamente 
responsables conforme a la ley penal de fondo. Las disposiciones de los arts. 417 y 419 del C.P.P., en relación a las 
medidas que puede adoptar en los casos de simple inconducta, abandono material o peligro moral, refieren a situaciones 
que se configuran dentro del marco de los hechos que suscitan la competencia material atribuida al juez de Menores, y no 
tienen por finalidad ampliar la incumbencia otorgada por el art. 28 del citado cuerpo adjetivo sino sólo proveer a las 
diligencias previstas dentro de la esfera de sus potestades. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Ayala, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C 
ÁBALOS, RICARDO JONATAN POR HOMICIDIO CULPOSO Y HURTO – COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 
33.671/10) (Tomo 150: 1085/1092 – 15/noviembre/2010) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Alcance de la revisión. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por denegación del recurso de casación interpuesta a fs. 1/5. 
DOCTRINA: La facultad de recurrir ante un tribunal superior, consagrada en el art. 8º apartado 2º inciso h) de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, constituye una garantía constitucional que debe considerarse 



suficientemente satisfecha con la posibilidad de articular, en los casos de sentencias condenatorias, el recurso de casación, 
en cualquiera de las modalidades previstas en el art. 466 del C.P.P.  

El recurso de casación sólo permite intentar una revalorización jurídica del material fáctico establecido en la 
sentencia, y a diferencia del recurso de apelación que provoca un nuevo examen del caso por parte del tribunal “ad 
quem”, tanto bajo el aspecto fáctico como el jurídico, el de casación únicamente admite la posibilidad de que el Tribunal 
realice un nuevo examen del objeto procesal bajo el segundo aspecto, o sea, una revisión jurídica de la sentencia. (Del 

voto de los Dres. Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris,, Garros Martínez y Posadas) 

La taxatividad es la regla que rige la materia casatoria, en forma inexorable, pues de lo contrario se 
desnaturalizaría este recurso, convirtiéndose –de ser así- en una suerte de apelación ante una tercera instancia, lo que por 
cierto es absolutamente impropio.  (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris,, Garros Martínez y Posadas) 

TRIBUNAL: Dres. Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dr. Martini.  
CAUSA: CASTAÑO, NIBIA NORMA – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. Nº CJS 33.074/09)  
(Tomo 150: 155/162 – 28/octubre/2010) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Aplicación armónica del Código Procesal Penal. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por denegación del recurso de casación interpuesta a fs. 
49/56 vta. 
DOCTRINA: Las disposiciones que regulan al recurso de casación carecen de efectos abrogatorios o derogatorios de los 
restantes preceptos del Código Procesal Penal y deben ser objeto de una armoniosa aplicación. Su alcance no puede ser 
entendido como una tercera instancia no prevista y su admisibilidad debe responder a la existencia de agravios y motivos 
que, por un imperativo de orden procesal, deben ser individualizados por el recurrente. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dr. Martini.  
CAUSA: C/C SÁNCHEZ, BERNARDO Y ELÍAS DE BOCANERA, LETTY GRACIELA - QUEJA POR REC. DE 
CASACIÓN DENEGADO (Expte. N° CJS 33.436/10)  (Tomo 150: 289/294 – 29/octubre/2010) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Taxatividad 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja deducida a fs. 23/27 vta. 
DOCTRINA: La taxatividad es la regla que rige la materia casatoria, en forma inexorable, pues de lo contrario se 
desnaturalizaría este recurso, convirtiéndose –de ser así- en una suerte de apelación ante una tercera instancia, lo que por 
cierto es absolutamente impropio. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dr. Martini.  
CAUSA: INCIDENTE DE ACTORÍA CIVIL Y QUERELLA CONJUNTA PRESENTADO POR EL DR. CUELLAR, 
VÍCTOR MARIO EN REPRESENTACIÓN DE LA SRA. PINTO, PEREGRINA DE LOS ÁNGELES – QUEJA POR 
RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. Nº CJS 33.024/09)  (Tomo 150: 311/318 – 29/octubre/2010) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Taxatividad; medida cautelar. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja interpuesta a fs. 6/34 vta. 
DOCTRINA: No corresponde hacer lugar a la queja por denegación de recurso de casación, si ésta se debió a la 
circunstancia comprobada de que la resolución que se pretende revertir no encuadra en los tipos previstos en el art. 467 
del C.P.P., ni resulta equiparable a sentencia definitiva. 

El agravio irreparable, ha dicho la Corte Federal, debe demostrarse, y no sólo alegarse. 
La imposición de medidas cautelares, como su levantamiento o modificación, son resoluciones de tipo 

provisional, no preclusivas, cuya característica principal es que no ponen fin a la discusión sustantiva y, por ende, carecen 
de la definitividad y de irreparabilidad del gravamen exigidas como requisito de admisibilidad del recurso casatorio. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano.  DOCTRINA: Dr. Martini.  
CAUSA: LARDIES, FERNANDO; DÁVALOS, HERNÁN - SOLICITAN EMBARGO PREVENTIVO– QUEJA POR 
REC. DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. Nº CJS 33.608/10)  (Tomo 150: 205/210 – 29/octubre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal. Procedimiento sumario. Vía recursiva. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 62/65 y 
ordenar que bajen los autos a la Cámara de Acusación, a fin de que imprima el trámite correspondiente al recurso de 
apelación ordinario interpuesto a fs. 49/51 vta. 
DOCTRINA: El procedimiento sumario dispone en dos momentos -separados temporalmente- la intervención de los 
distintos sujetos del proceso; primero, a través de la actividad –prejudicial- de dirección por parte del Fiscal Correccional, 
principalmente regulada en los artículos 182 y cc. del C.P.P., que concluye cuando, en uso de las opciones conferidas, 
requiere el juicio, archivo o pide el sobreseimiento (artículos 355, 357 y cc. del C.P.P.). 

Luego, mediando avocamiento del Juez Correccional (art. 358 del C.P.P.), se establece formalmente la 
oportunidad procesal para la intervención de las otras partes, eventualmente a los fines del ejercicio de la acción civil y de 
la querella conjunta y, esencialmente, a fin de integrar la defensa (art. 359 del C.P.P.); por ello y en atención al imperativo 
de orden constitucional y procesal que impone que la etapa del juicio sólo puede dar inicio siempre que la relación 
procesal se encuentre efectivamente constituida, los artículos mencionados han sido incorporados en el título de la ley 
adjetiva “Procedimiento Sumario” a continuación de las normas que regulan las potestades del Fiscal Correccional y no 
en el correspondiente al “Juicio Correccional”, el cual al respecto no ha sufrido modificaciones. 

Entonces, si el decisorio atacado fue dictado a fin de resolver sobre las partes sustanciales en el proceso y dicho 
resolutorio debe efectuarse en el marco del procedimiento sumario; el avance procesal en la causa principal a una etapa 
posterior que debió ocurrir una vez superada todas las circunstancias previstas para ese procedimiento, no puede mutar la 
naturaleza del fallo en cuestión y su correspondiente vía recursiva. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Cornejo.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C 
CARRAZANA, VÍCTOR JUSTINO – INCIDENTE DE ACTORÍA CIVIL Y QUERELLANTE CONJUNTO 
INTERPUESTO POR FERREIRA, DOMINGA – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.534 /10)   (Tomo 150: 
691/698 – 8/noviembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Alcance de la revisión. Delitos contra la integridad sexual; prueba. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 275/279. 
DOCTRINA: No existe incompatibilidad entre el juicio oral y la revisión amplia en casación. Ambos son compatibles en 
la medida en que no se quiera magnificar el producto de la inmediación, es decir, en la medida en que se realiza el 
máximo de esfuerzo revisor, o sea, en que se agote la revisión de lo que de hecho sea posible revisar. 



Rige al respecto un principio general del derecho: la exigibilidad tiene por límite la posibilidad o, dicho de 
manera más clásica, “impossibilium nulla obbligatio est”. No se les exige a los jueces de casación que revisen lo que no 
pueden conocer, sino que revisen todo lo que puedan conocer, o sea, que su esfuerzo de revisión agote su capacidad 
revisora en el caso concreto. 

La casación no debe prosperar si la sentencia, en relación a la plataforma fáctica de la condena, cuenta con una 
estructura lógica adecuada al método de evaluación de prueba legalmente establecido que es el de la sana crítica racional.  
(Del voto de los Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano y Ferraris) 

En los delitos contra la integridad sexual, cuando la víctima es un menor de edad, normalmente existen serias 
dificultades para desentrañar lo verdaderamente ocurrido, pues es una característica del ofensor actuar con sigilo y 
sibilinamente dado que tal es la desproporción y el desborde de sus conductas que prefieren actuar hurtadillas 
precisamente para no ser descubiertos. Este rasgo de la personalidad de los infractores a la integridad sexual no debe 
perderse nunca de vista, porque los infractores, porque los abusadores, los violadores o los ultrajadores tienen en común 
dos características: operar sobre la víctima desprevenida y elegir el momento del ataque, cuando nadie puede percatarse 
de su abyecto cometido. 

En nuestro sistema procesal rige la libertad probatoria y la sana crítica racional. Ello implica, por un lado, que el 
juez no debe atenerse o limitarse a los elementos probatorios descriptos por la ley y que, sean cuales fueren los que se 
arrimasen a la causa para demostrar o desvirtuar la existencia del hecho, conserva la facultad de valorarlos conforme a las 
reglas del recto entendimiento humano, sin sujeción a directivas o tasación alguna. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo,  Ferraris.  DOCTRINA: Dr. Martini.  
CAUSA: C/C GARECA, ANTONIO - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 32.225/09)  (Tomo 150: 845/864 – 
10/noviembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Banda. Libertad probatoria: examen en casación 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 722/726. 
DOCTRINA: A los fines de la aplicación de las agravantes previstas en los arts. 166, inc. 2°; 167, inc. 2° y 184, inc. 4° 
del Cód. Penal, es suficiente que tres o más personas hayan tomado parte activa en la “ejecución del hecho" —empleada 
esta expresión en el sentido del art. 45 del mismo código—, sin necesidad que tales partícipes integren a su vez una 
asociación ilícita de las que describe el art. 210 del citado texto legal. 

Nuestro sistema procesal se encuentra regido por la sana crítica racional, que permite al juez formar su 
convencimiento en base a cualquier elemento idóneo para tal fin. (Del voto de los Dres. Cornejo, Ferraris, Garros 

Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, y Catalano) 

Si efectuada la revisión de la sentencia en base al método de máximo rendimiento cabe concluir que no se 
aprecian los vicios que se le atribuyen, corresponde rechazar el recurso de casación interpuesto. (Del voto de los Dres. 

Garros Martínez, Posadas, Vittar y Ayala) 

TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, y Catalano.  DOCTRINA: Dr. Martini.  
CAUSA: C/C PÉREZ, SEBASTIÁN WALTER; CÓRDOBA, JULIO FEDERICO; GUZMÁN, NICOLÁS 
ALEJANDRO; APONTE, RICARDO VÍCTOR HUGO; PEÑA, LAURO SEBASTIÁN – RECURSO DE CASACIÓN   
(Expte. Nº CJS 33.015/09)  (Tomo 150: 831/844 – 10/noviembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Culpa. Concurrencia. Jurisdicción federal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 188/199 vta. 
DOCTRINA: (Mayoría) En materia penal no existe la compensación de culpas, por el contrario, la culpa concurrente de 
la víctima si puede incidir en la imposición de la pena. 

En el sistema de la sana crítica racional, al juez le es dable formar su convencimiento en base a cualquier 
elemento idóneo para tal fin. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Garros Martínez y Ferraris) 

(Minoría) La competencia federal es limitada, restrictiva y de excepción. A partir de ello, la circunstancia de 
hallarse en juego la soberanía y los intereses de la Nación, justifica el desplazamiento que se opera, desde la jurisdicción 
ordinaria a la federal en el caso de delitos no federales ni por la materia, ni por la investidura de las personas. 

El Poder Ejecutivo Nacional mediante el decreto n° 771/03, extendió la jurisdicción de la Gendarmería Nacional 
a todo el territorio de la Provincia de Salta, lo cual ya antes había hecho mediante el decreto n° 975/00, al ámbito 
territorial de la Provincia de Tucumán. También le encomendó idéntico cometido por decreto n° 396/02, extendiéndole la 
jurisdicción al complejo vial conexión física Rosario-Victoria y por decreto nº 3/01 se le había encomendado la custodia 
de los accesos a la ciudad de Buenos Aires. 

Uno de los considerandos del decreto n° 771/03, sostiene que se observa que en la citada región -refiriéndose a 
todo el territorio de la Provincia de Salta- se produjo un sensible aumento del tránsito de personas, vehículos y un mayor 
desarrollo del turismo, comercio y otras actividades, provocando un fenómeno no deseado, como es el aumento de ilícitos 
de distinta naturaleza, con serias incidencias en el ámbito social, algunas de las cuales se organizarían en centros poblados 
que se encuentran fuera de la Zona de Frontera, zona en donde Gendarmería Nacional tiene su responsabilidad primaria 
en el ejercicio del Servicio de Policía en el orden federal. 

Quiere decir, entonces, que la competencia de Gendarmería Nacional sobre el control de las rutas nacionales en 
el territorio de la Provincia de Salta resulta diáfana, como también la orden emanada al respecto por el Poder Ejecutivo 
Nacional, que es quien tiene a su cargo la dirección de la seguridad del Estado. Igualmente, aparece como irrefutable la 
competencia de la Policía Federal Argentina en este ámbito, y la decisión del Poder Ejecutivo Nacional sobre el 
particular. Los Decretos antes aludidos, emanan de la atribución que la ley de seguridad interior 24059 le confiere a la 
Administración Central. 

Por consiguiente, existe normativa concreta  y vigente que le ordena a una fuerza nacional controlar estas vías de 
comunicación, de tal modo, la justicia provincial carecía de competencia –que es la medida de la jurisdicción- para 
investigar y juzgar, y debe declararse la nulidad de todo lo actuado. (Del voto del Dr. Cornejo) 

TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Garros Martínez, Ferraris.  DOCTRINA: Dr. Martini.  
CAUSA: C/C RAMOS, CRISTIAN MIGUEL – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 32.429/09)  (Tomo 150: 
731/748 – 8/noviembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Culpa. Relación causal. Violación al debido cuidado. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 68/70 vta. 
DOCTRINA: (Mayoría) En los delitos culposos se sanciona cualquier conducta que cause determinado resultado lesivo, 
siempre que sea previsible y la conducta viole un deber de cuidado de modo determinante para la producción del 
resultado. 



Hace al deber del juez, a la hora de motivar una sentencia frente a la imputación de un delito culposo, buscar si 
entre los factores esenciales que determinaron la producción del hecho se encuentra un aporte concreto del acusado 
asociado a la violación de su deber de diligencia. (Del voto de los Dres. Catalano, Ferraris, Garros Martínez, Posadas y 
Ayala) 

(Minoría) En el delito culposo el resultado debe ser la consecuencia directa de la infracción del deber de cuidado 
exigible. 

La previsión de lo que puede llegar a hacer quien resulte lesionado, damnificado o perjudicado letalmente no es 
un criterio concluyente para establecer el límite del riesgo permitido, pues el problema no consiste en examinar las 
posibilidades individuales de adelantarse mentalmente al porvenir; ni tampoco en establecer -para cada caso- la obligación 
de prever lo previsible, sino en determinar si la acción superó el límite del riesgo permitido y si se cumplen los demás 
requisitos de la imputación objetiva. (Del voto de los Dres. Cornejo y Vittar) 

TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar,  Ayala.  DOCTRINA: Dr. Martini.  
CAUSA: C/C CORBALÁN, JUAN SERVANDO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 32.620/09)  (Tomo 150: 
549/562 – 29/octubre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Debida motivación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 65/66 y, en su mérito, dejar sin 
efecto el auto de sobreseimiento de fs. 64 y vta. 
DOCTRINA: Toda resolución que carezca de motivación  o que no incluya razonamientos adecuados acerca de los 
aspectos vinculados a la posible extinción de la acción, debe declararse nula conforme lo dispone el art. 115 del C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C 
PANOZO, JORGE RAÚL – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 33.140/09)  (Tomo 150: 815/820 – 
9/noviembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio culposo, individualización de la pena, artículos 40 y 41 del Código 

Penal,  conducta  del  acusado posterior al hecho. Acción civil, artículo 1113 del Código Civil, resarcimiento, daños 

material y moral. Defensas opuestas por la compañía aseguradora, improcedencia de diferir su decisión, culpa grave del 

asegurado, ebriedad, caducidad del seguro por denuncia extemporánea del siniestro. Costas. Intereses. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR a los recursos de casación deducidos por la Sra. Fiscal Correccional Nº 8 y 
por los querellantes y, en su mérito, ELEVAR el monto de la pena a cinco años de prisión de cumplimiento efectivo. II. 
HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto por los actores civiles y, en su mérito, REVOCAR el apartado tercero 
de la sentencia de fs. 703/706 y HACER LUGAR a la acción interpuesta en contra de René Eladio Valdez S.R.L. Con 
costas a la vencida. III. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto por la Compañía de Seguros Nivel Seguros 
S.A. y los actores civiles y declarar la nulidad de la sentencia en cuanto difiere el análisis de las defensas opuestas para la 
etapa de la ejecución de sentencia en sede civil y, en su mérito, RECHAZAR las defensas opuestas por la aseguradora en 
contra de la demanda civil, con costas a su cargo.IV. RECHAZAR el recurso de casación interpuesto por la Compañía 
Aseguradora y por los actores civiles en contra de la determinación del monto en concepto de daño moral. Costas por su 
orden. V. HACER LUGAR al recurso de casación deducido por la Compañía Aseguradora en contra de la determinación 
del monto en concepto de “perdida de chance”, la que se reduce a la cantidad de $ 52.500. Con costas a los actores civiles. 
VI. HACER LUGAR al recurso de casación deducido por los actores civiles y establecer que las sumas debidas devengan 
intereses desde la fecha del accidente. Con costas a los vencidos. 
DOCTRINA: Corresponde modificar la pena impuesta y situarla en el máximo legal, si se trata de un homicidio culposo 
en accidente de tránsito por el que el autor dio muerte a la víctima, para luego incinerar su cuerpo, conducta posterior de 
alta significación desde el punto de vista del desbaratamiento de la prueba y las repercusiones que integran la noción del 
daño irrogado por el delito, y el tribunal, si bien refiere a la conducta ulterior al hecho, omite valorarla en su real 
significación al ser ésta demostrativa no sólo de una personalidad cruel e impiadosa del acusado, sino, además, de una 
actitud tendiente a asegurar su impunidad, lo que contiene un indudable sentido agravante.  

En un derecho penal de acto, es especialmente relevante para atenuar el hecho establecer si hubo algún aspecto 
que motive al autor a comportarse como lo hizo; la ingesta de alcohol no aparece relacionada con aspectos de la 
personalidad del acusado que lo tornen vulnerable a la comisión de conductas penalmente relevantes, si los estudios en 
este aspecto arrojan indicadores negativos que tienen que ver con la forma en que se condujo respecto de los restos de la 
víctima. 

En casación, el tema relativo a la mensura de la pena, tradicionalmente considerado una cuestión de hecho 
reservada al poder discrecional del tribunal de juicio, no es una materia que escape al deber de contralor del fallo que debe 
cumplirse conforme al criterio de máximo rendimiento. Los artículos 40 y 41 del Código Penal establecen el criterio para 
la fijación de la condena, acentuando la represión en el dualismo culpabilidad-peligrosidad; la culpabilidad como 
fundamento de la responsabilidad penal y la peligrosidad como medida de ella. 

Para que se pueda hacer efectiva la responsabilidad indirecta contemplada en el artículo 1113 del Código Civil, 
es necesario que se verifique una determinada relación entre el responsable indirecto y el agente directo del daño, que 
justifique de alguna forma el nacimiento de la obligación resarcitoria de aquél.  

Debe responder por los daños en los términos del artículo 1113 del Código Civil la empresa demandada en la 
actoría civil, si de las pruebas surge que el acusado, cuando cometió el homicidio culposo, se encontraba efectuando un 
trabajo encomendado por dicha empresa, circunstancia que resulta relevante para que surja su responsabilidad. 

No corresponde diferir el pronunciamiento sobre las defensas opuestas por la Compañía de Seguros en las que 
plantea el dolo del asegurado y la extemporaneidad de la denuncia del siniestro, para la oportunidad en que se deduzca la 
ejecución de sentencia, si se ha debatido el tema en el proceso penal y el juez ha dictado la sentencia de condena, por lo 
cual es este magistrado quien en ese acto debe pronunciarse sobre las cuestiones atinentes a la responsabilidad de la 
aseguradora, sin perjuicio de que la ejecución tramite luego en sede civil conforme lo previsto en el artículo 529 del 
Código Procesal Penal. 

Las previsiones legales y convencionales de exclusión del seguro, deben interpretarse con carácter restrictivo, 
para evitar que se torne ilusoria la garantía debida tanto al asegurado como a la víctima del accidente. 

La culpa grave que opera como una exclusión de cobertura está referida al asegurado, titular del interés cubierto 
por el seguro. La culpa grave de terceros no elimina la cobertura. 

Resulta improcedente la exclusión de la cobertura fundada en que el acusado se encontraba en estado de ebriedad 
al cometer el delito, en su conducta posterior al hecho tendiente a borrar las pruebas del accidente y en que se ha dictado 
sentencia que lo condenó por el homicidio culposo, si no se ha probado que hubiera mediado dolo de su parte en la 
comisión del hecho por el que debe responder la compañía. 



En el marco de una demanda civil deducida por los padres de la víctima del accidente, no corresponde 
pronunciarse respecto a si medió o no denuncia oportuna del siniestro, al resultar esta defensa inoponible por la citada en 
garantía. 

En principio, lo referente a la determinación del monto de la indemnización debida a la víctima de un delito, 
conforme al artículo 29 del Código Penal, es del resorte exclusivo de los jueces de los hechos, es decir, integra lo que 
constituyen los poderes discrecionales del tribunal de sentencia y se encuentra excluido del control de casación que 
corresponde a la Corte, siempre que los mismos sean ejercidos dentro de los límites de la autorización legal. 

La cuantificación del daño moral o extrapatrimonial queda librada al prudente arbitrio judicial conforme a las 
circunstancias del caso. El hecho de exigir demasiadas precisiones sobre el criterio para cuantificar el resarcimiento por 
daño moral, importa desconocer su naturaleza, ignorar la especial situación en que se encuentra el juez cuando debe 
liquidar esa clase de indemnización y, en un último análisis, habilitar una causa de impugnación abierta hasta el infinito, 
frente a la cual ninguna sentencia estaría libre de censuras, debido a que la evaluación del dolor humano es una operación 
no susceptible de asentarse, en términos cuantitativamente exactos, en conceptos de validez general o explicitada 
racionalmente.  (Del voto de los Dres. Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez y Posadas) 

Corresponde rechazar la defensa opuesta por la compañía aseguradora que alega que los daños cuya 
indemnización se pretende fueron causados a raíz del estado de ebriedad bajo el cual se encontraba el conductor del 
vehículo embistente, si los elementos de juicio arrimados a la causa son insuficientes para concluir con grado de certeza, 
que al momento del accidente el asegurado-tomador o el conductor del rodado en cuestión hubiesen obrado con culpa 
grave, en los términos de la Ley 17418. 

Es improcedente eximir de responsabilidad a la aseguradora por los daños ocasionados si el asegurado-tomador 
es una sociedad de responsabilidad limitada que, como ente ideal, no es susceptible de una voluntad psicológica propia de 
las personas físicas, y no se ha comprobado que el hecho dañoso haya ocurrido como consecuencia de una decisión 
societaria que pudiera ser considerada en sí misma como una violación de lo debido, que ella tuviese una acentuación 
excepcionalmente intensa y técnicamente inadmisible de la probabilidad siniestral y que el accidente hubiese sucedido 
con motivo de la ejecución de esa decisión por un subordinado. 

No corresponde disponer la caducidad del seguro que invoca la aseguradora con fundamento en que la denuncia 
del siniestro es extemporánea, si no se ha acreditado de manera fehaciente el momento a partir del cual el asegurado-
tomador tuvo conocimiento cierto que de ese siniestro podría nacer su eventual responsabilidad civil. (Del voto de los 

Dres. Catalano y Cornejo) 

No resulta procedente derivar para la etapa de ejecución de sentencia la definición sobre las defensas instauradas 
por la aseguradora, en la medida que se le haya dado debida intervención en la causa penal a la cual fuera citada en 
garantía. 

La citación en garantía del asegurador encuadra en el supuesto de litisconsorcio pasivo necesario, a cuya 
intervención el tercero está coactivamente obligado “ministerio legis”, y su comparecencia es obligatoria ante la denuncia 
del litigio. 

La culpa grave que libera la responsabilidad de la citada en garantía es la que tiene carácter de inexcusable, 
lindante con el dolo, como si el infortunio fuera provocado voluntariamente. 

En los casos de accidentes de tránsito, la interpretación sobre la existencia de la culpa grave pasa por el grado de 
intencionalidad en el asegurado, no por la previsión que pudiera tener del resultado a ocasionar. 

La culpa invocada por la aseguradora que pueda eximirla no es la común sino la grave, que consiste en omitir la 
ordinaria cautela que habría tenido si no estuviere cubierto por el seguro, por lo cual, para que la ebriedad del empleado 
configure esa omisión, debe surgir de la causa que por su conducta anterior hubiera merecido vigilancia más estricta del 
principal. 

El estado de ebriedad en sede penal puede, incluso, relacionarse con los argumentos mismos de la defensa del 
imputado, pero ello sólo, no alcanza en los términos que surgen de la ley de seguros como causal para la liberación de 
responsabilidad por parte de la aseguradora.  

Para que la exclusión de la cobertura del seguro alcance al acto del administrador, deberá tratarse de actuaciones 
decididas por la sociedad conforme al funcionamiento específico de sus órganos para la formación de la voluntad social, 
lo que limita el ámbito de funcionamiento del artículo 70 de la Ley de Seguros, para tales supuestos, a las situaciones en 
las que haya mediado dolo. (Del voto de la Dra. Ayala) 

El curso de los intereses debe computarse desde la fecha del hacho dañoso. 
Conforme al artículo 545 del Código Procesal Penal, el principio general es la imposición de las costas al 

vencido, y sólo puede eximirse de esa responsabilidad, si hay mérito para ello, mediante pronunciamiento expreso acerca 
de dicho mérito, bajo pena de nulidad. 

Corresponde imponer por su orden las costas del rechazo de las defensas opuestas por la aseguradora si la 
decisión del tribunal inferior dio lugar a la interposición del recurso en análisis por ambas partes y no se advierte la 
existencia de vencedor y vencido. 

Debe acogerse sin costas, el recurso de casación deducido por los actores civiles por el que impugnan lo 
considerado por el tribunal inferior sobre la oportunidad a partir de la cual las sumas determinadas en la sentencia 
devengan intereses, si sobre ello no hubo sustanciación ni oposición alguna. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, 

Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas y Ayala) 

Corresponde imponer las costas a los actores civiles por la diferencia entre lo que reclamaron y lo que se otorga 
por el fallo. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, Cornejo y Ayala) 

Las costas deben imponerse por el orden causado, en cuanto al rechazo del recurso de casación de las compañías 
aseguradoras y el actor civil contra la determinación de los montos indemnizatorios. (Del voto de los Dres. Ferraris, 

Garros Martínez y Posadas) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C VALDEZ, RENÉ ELADIO –RECURSO DE CASACIÓN (Expte Nº CJS 32.421/09)  (Tomo 150: 87/132 – 
28/octubre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Etapa del juicio; ofrecimiento de prueba. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 149/155 y, en su mérito, declarar la 
nulidad del decreto de fs. 119, los consecuentes actos del debate y la sentencia de fs. 137 vta./138, y remitir las 
actuaciones al juzgado que por orden corresponda. 
DOCTRINA: La reticencia del juzgado a proveer oportunamente los pedidos de la defensa y su ulterior rechazo 
injustificado, no se condicen con las garantías de las que goza el imputado; máxime en el momento procesal del art. 360 
bis del C.P.P. Dicha etapa preliminar al juicio debe asegurar que las partes y el fiscal examinen las constancias de la causa 
y con arreglo a las mismas ofrezcan las pruebas de las que intenten valerse en el debate oral y el tribunal no puede limitar 



o cercenar dicha actividad sin razones que, debidamente fundadas, así lo justifiquen; proceder éste último que acarrea una 
nulidad de orden general. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala.  DOCTRINA: Dr. Martini.  
CAUSA: C/C VIDELA, HUMBERTO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 32.629/09)  (Tomo 150: 617/624 – 
29/octubre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Extemporaneidad. Pedido de suspensión de plazos. Deberes de los jueces de grado sobre 

el examen formal del recurso. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal concedido el recurso de casación interpuesto a fs. 267/269. 
DOCTRINA: Los plazos no se suspenden por el pedido de parte. Si el tribunal no se expide sobre esa solicitud, no existen 
efectos procesales al respecto y, consentida la situación por la parte, expirados los diez días (art. 472 del C.P.P.) el recurso 
es extemporáneo. 

Aunque compete a la Corte el juzgamiento definitivo acerca del extremo de la admisibilidad formal luego del 
examen del juez o tribunal que dictó la resolución impugnada, corresponde declarar mal concedido el recurso conforme a 
lo indicado en el art. 454 2do. párr del C.P.P., toda vez que para vedar el acceso a la instancia casatoria, el juez “a quo” 
debió tener en cuenta la necesidad de formalizar el control de admisibilidad, ello en función del art. 454 2do. párr. del 
Código citado. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano.  DOCTRINA: Dr. Martini.  
CAUSA: C/C MAMANÍ, LUIS MARTÍN – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.638/10)  (Tomo 150: 
271/276 – 29/octubre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Formación de la convicción. Libertad probatoria. Informes médicos o policiales. Valor 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 79/83 vta. 
DOCTRINA: Tratándose las lesiones de un delito de resultado, los informes médicos acerca de su naturaleza y magnitud, 
son significativos tanto para lograr la reconstrucción histórica del hecho como para su correcta calificación legal. 

En el juego de libertad probatoria, una combinación de evidencias tiene plena aptitud para fundar un 
pronunciamiento contrario al acusado, en tanto ese cúmulo de pruebas no se encuentre neutralizado por otras constancias 
de la causa con aptitud de conmover el juicio lógico-jurídico al que arribara el tribunal de juicio. 

El Tribunal de casación no debe subrogar al de juicio, avasallando los beneficios de la inmediación que da razón 
de ser a la etapa plenaria del proceso penal, y le está vedado a la Corte asignar crédito o restárselo a una prueba producida 
en la audiencia de debate que la Cámara conoció de manera directa, salvo que su apreciación aparezca dotada de un 
sustento arbitrario por contrariar las normas de la sana crítica racional, o que no se halle acompañada de fundamento 
alguno. 
TRIBUNAL: Dres. Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: 
C/C ROMERO, ELIO EDILMAN – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.136/09)  (Tomo 150: 591/598 – 
29/octubre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Formación de la convicción. Reparación de los daños. Compañía aseguradora. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 488/499. Con costas. 
DOCTRINA: La sentencia es válida y no presenta vicios de arbitrariedad ni defectos en los procesos de formación de la 
convicción, si los aspectos más relevantes del plexo probatorio han sido relacionados con arreglo a las normas de la 
lógica, sin que alcance para revertir la condena la crítica ensayada en el marco de un recurso de casación que se limita a la 
emisión de un mero disenso sobre el valor probatorio de distintas evidencias concretamente ponderadas. 

Lo referente al monto de la indemnización debida a la víctima de un delito, es del resorte exclusivo de los jueces 
de los hechos en los términos del art. 29 del C.P., es decir, integra lo que constituyen los poderes discrecionales del 
tribunal de sentencia, siempre que los mismos sean ejercidos dentro de los límites de la autorización legal. 

La regla de la fijación prudencial ha fundado como criterio que, en su consecuencia, la determinación del monto 
del perjuicio no está sujeta a las exigencias probatorias del proceso civil, por lo que no se exige plena prueba; para ser 
válido, amén de los ofrecimientos de prueba de las partes, éste debe ser acorde con todos las constancias de la causa. 

La evolución del pensamiento y las soluciones dadas a la interpretación del art. 118 de la Ley de Seguros ha 
girado en torno al carácter de la citación, siempre atendiendo a la modalidad que se le imprimiera en orden al efectivo 
ejercicio del derecho de defensa de la citada. Así, ni doctrina ni jurisprudencia han mostrado uniformidad conceptual tanto 
respecto al tipo de litisconsorcio que forma el asegurado con la aseguradora, como respecto a las facultades y cargas 
procesales que se les reconoce, aunque debe advertirse que la postura restrictiva fue superada por la jurisprudencia 
nacional y por la doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación seguida por algunos tribunales superiores 
provinciales (caso “Lanza Peñaranda c/ Transporte Quirno Costa S.A.” - Fallos, 315:698). 

En ese contexto, cabe afirmar que si no se reconociera a la citada en garantía la calidad de “parte” se verían 
afectados los derechos de propiedad y la defensa en juicio. Es natural que la aseguradora tenga facultad para controvertir 
los hechos en que el reclamante funda la responsabilidad atribuida al asegurado y de la que resultará su crédito de 
indemnización; negar esa autonomía y extremar la pretendida eficacia vinculante externa de los actos abdicativos del 
asegurado al asegurador dejaría (en un exceso ritual estéril) de hacerse cargo de las diferencias que en el contenido de la 
sentencia de mérito corresponde, a cada uno de los centros de intereses y, obviamente, a la energía que el segundo de ellos 
suministra a su titular para, autónomamente, alzarse contra el fallo e impugnar la condena. 

Sin embargo, en el panorama descripto, siempre lo que interesa, es que se garantice el ejercicio del derecho de 
defensa, según la participación que en cada caso se otorgue a la aseguradora (demandada o citada en garantía). 
TRIBUNAL: Dres. Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dr. Martini.  
CAUSA: C/C VILLA, DOMINGO NÉSTOR – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 32.458/09)  (Tomo 150: 
405/424 – 29/octubre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal. Procedimiento sumario. Nulidad, interés. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 6/7. 
DOCTRINA: El decreto de citación a juicio es el acto jurisdiccional que da inicio a la etapa del juicio, en la especie, 
correccional (arts. 410 y 360 bis del C.P.P.). Por su parte, las facultades dispuestas por los arts. 358 y 359 de ese 
ordenamiento legal, deben cumplirse en una etapa previa o anterior, esto es, en el marco del procedimiento sumario. 

Ante la nítida distinción, el decreto mencionado no puede ordenar actos de contenido y naturaleza distintiva que 
corresponde sean cumplidos de manera progresiva y no en una misma oportunidad procesal: por un lado, otorga 
participación al defensor y correr traslado de la acusación -procedimiento sumario- y, por otro, anticipadamente citar a las 
partes a juicio –etapa del plenario-. 



Ninguna nulidad puede tener un fin en sí misma y esta grave sanción debe obedecer siempre a la existencia de un 
interés, lo cual, supone la violación de una formalidad legal y la demostración de que mediante ella la parte experimenta 
un perjuicio, situación que no ocurre en autos, pues, pese a los defectos del acto jurisdiccional, no se ha causado de modo 
material, concreto y verdadero, una lesión al recurrente, en tanto los actos amparados por la ley han sido cumplidos y la 
intempestiva pretensión de retrotraer el proceso carece de todo fundamento jurídico y, más bien, constituye una 
contradicción con la propia actuación del recurrente, puesto que éste agotó los efectos del acto que ahora niega e impugna. 
(Del voto de los Dres. Cornejo, Ferraris, Garros Martínez y Posadas) 

Constituye requisito subjetivo de admisibilidad de los recursos, la circunstancia de que quien lo interpone haya 
sufrido un perjuicio o gravamen a raíz de la resolución que impugna. No basta, por lo tanto, el derecho de impugnación 
abstractamente reconocido por la ley a un determinado sujeto, sino que es necesario que éste tenga, en concreto, interés en 
impugnar la resolución de que se trate, y ese interés debe tenerse por configurado cuando el recurso se presenta como el 
remedio eficaz de excluir el perjuicio invocado. De allí que el art. 443 del C.P.P. disponga que el derecho de recurrir 
corresponderá tan sólo a quien le sea expresamente acordado, siempre que tuviere un interés directo. (Del voto del Dr. 

Vittar) 
La denegatoria de nulidad de un decreto que dispuso la citación de las partes a juicio conjuntamente con el 

traslado de la acusación, “prima facie” significó un avance en el proceso, y el planteo fue resuelto estando pendiente la 
fase prevista por el art. 359 del C.P.P.; deviene por lo tanto recurrible por apelación. (Del voto de la Dra. Ayala) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C 
OCAMPO, ELEUTERIO Y OCAMPO, MIGUEL ÁNGEL – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.156/09)  
(Tomo 150:1017/1026 – 15/noviembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Informes del Registro Nacional de Reincidencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 77/78 vta. y, en su mérito, dejar sin 
efecto la resolución de fs. 76. 
DOCTRINA: El sobreseimiento, que pone fin a la pretensión persecutoria del Estado en el proceso penal, exige que el 
tribunal verifique mediante los informes del R.N.R. que el plazo de prescripción no se haya interrumpido en virtud del art. 
67 inc. a) del C.P., instrumentos que deben reunir las exigencias normativas vigentes. En ese sentido, no cumplen ese 
recaudo los informes nominativos del nombrado organismo que se producen omitiendo el cotejo de las huellas dactilares 
que la ley manda para conferir a los datos la certeza y seguridad necesaria, ya que esos informes, sin duda irregulares, 
deben ir sucedidos por la correspondiente ratificación. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C 
GUZMÁN, JORGE ARIEL – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.224/10)  (Tomo 150: 775/780 – 
9/noviembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Interés directo en el proceso; prescripción. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 147/ 147 bis vta. y, en su mérito, 
revocar el sobreseimiento por prescripción dispuesto a fs. 146. 
DOCTRINA: Es requisito ineludible de todo recurso la subsistencia de un interés directo. En ese orden, no corresponde 
que la cuestión planteada se resuelva prescindiendo de la consideración de que, de acuerdo a las constancias de la causa, 
la acción posiblemente se encontrare extinguida por el transcurso del tiempo máximo del delito imputado, luego de 
dictada la resolución recurrida. 
TRIBUNAL: Dres. Ayala, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C 
SOLER, ROGER HERNÁN - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.281/10)  (Tomo 150: 763/768 – 
08/noviembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Libertad probatoria. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 564/568. 
DOCTRINA: En nuestro sistema procesal rige el sistema de libertad probatoria (art. 201 del C.P.P.) y de sana crítica 
racional. Ello implica, por un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos probatorios descriptos por la 
ley y que, sean cuales fueren los que se arrimen a la causa para demostrar o desvirtuar la existencia del hecho, conserva la 
facultad de valorarlos conforme las reglas del recto entendimiento humano, sin sujeción a directiva o tasación alguna. 
TRIBUNAL: Dres. Ayala, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C 
PACHECO, GUSTAVO JOSÉ ANDRÉS – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 33.181/10)  (Tomo 150: 
721//730 – 8/noviembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Prescripción. Registro Nacional de Reincidencia, informe nominativo. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso interpuesto a fs. 50 y vta. y, en su mérito, dejar sin efecto la 
resolución de fs. 49. 
DOCTRINA: La prescripción no sólo se interrumpe por el desarrollo de los actos procesales taxativamente descriptos en 
el art. 67 del C.P., sino que esa norma también prevé, en su inc. “a”, como un factor que afecta su curso, la comisión de un 
nuevo delito. La existencia de esa causa debe haberse declarado por sentencia firme, y su comprobación exige la 
agregación de la constancia fehaciente emitida por el Registro Nacional de Reincidencia, que resulta obligatoria, de 
acuerdo al claro mandato establecido en el art. 5º de la ley 22117. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Cornejo.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C 
TOMICHA, PEDRO - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 32.924/09)  (Tomo 150: 1009/1016 – 
15/noviembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Prescripción de la acción contravencional. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 42/43, y en su mérito, disponer que 
bajen los autos al Juzgado Correccional y de Garantías de Quinta Nominación a fin de que se expida sobre la prescripción 
de la acción contravencional. 
DOCTRINA: (Mayoría) Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al 
momento de decidir. 

El carácter de orden público del instituto de la prescripción no legitima a los tribunales a obviar las instancias 
procesales legalmente previstas, cuando tal decisión depende de la discusión de diferentes aspectos fácticos y jurídicos, 
como también que la cuestión relativa a la vigencia de la acción no integra la acotada esfera de cuestiones reservadas a la 
competencia originaria de la Corte de Justicia. (Del voto de los Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano y 

Ferraris) 



La sanción impuesta por el Jefe de Policía interrumpe el curso de la prescripción de la acción contravencional. 
(Del voto de la Dra. Ayala) 

(Minoría) Las sanciones policiales -tanto en lo atinente a la acción, como a la pena-, se extinguen por diversas 
causas, entre éstas, a saber: el cumplimiento de la sanción, el perdón, la declaración de ilegitimidad de la sanción, la 
muerte, el pago y la prescripción; de tal suerte que, en todo aquello no previsto en las específicas y respectivas normas 
policiales, los  principios generales del derecho penal sustantivo tienen plena vigencia. Verificada la prescripción, debe 
dictarse el correspondiente sobreseimiento. (Del voto del Dr. Cornejo) 

TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris.  DOCTRINA: Dr. Martini.  
CAUSA: C/C ALBORNOZ, ROSA CARMEN; ARAMAYO, PETRONA PATRICIA; GUZMAN, ADRIANA 
ANGÉLICA – RECURSO DE CASACION (Expte. Nº CJS 31.006/08)  (Tomo 150: 225/236 – 29/octubre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sobreseimiento por prescripción. Informes del Registro Nacional de Reincidencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 60/61 vta. y, en su mérito, dejar sin 
efecto el auto de sobreseimiento de fs. 53 y la resolución de fs. 58/59 que lo confirma. 
DOCTRINA: La comisión de nuevo delito, como causal interruptiva, sólo puede tenerse por existente cuando el otro 
ilícito se ha declarado mediante sentencia firme, lo que implica que para constatarla se torna imprescindible acudir al 
informe del Registro Nacional de Reincidencia. 

No es posible sustituir los informes certeramente expedidos mediante el cotejo de fichas dactilares por los 
llamados informes nominativos que emite el Registro Nacional de Reincidencia, a los que no corresponde atribuir un 
valor probatorio sobre la inexistencia de la causal interruptiva de comisión de un nuevo delito. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dr. Martini.  
CAUSA: C/C GONZA, MARÍA ELENA; VILA, DIEGO ALEJANDRO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS  
33.141/09)  (Tomo 150: 163/168 – 28/octubre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Usurpación. Móviles del delito 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 373/377 vta. 
DOCTRINA: El delito de usurpación de propiedad, en la forma prevista en el inc. 1º del art. 181 del C.P., es de comisión 
instantánea y requiere del poseedor o tenedor cualquier acto que demuestre su intención positiva de mantenerse en esa 
situación. 

Los móviles que supuestamente llevaron a la acusada a delinquir y que no alcanzan para configurar un estado de 
necesidad, sólo son relevantes en el plano de la reprochabilidad, moderando o intensificando la sanción aplicable. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dr. Martini.  
CAUSA: C/C SANTOS, ELISA MARGARITA; CAYO, ABEL – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 32.665/ 
09)  (Tomo 150: 1/8 – 28/octubre/2010) 
 
RECURSO DE REVISIÓN. Interpretación restrictiva. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible al recurso de revisión interpuesto a fs. 17/20. 
DOCTRINA: El recurso de revisión, si bien permite la alteración de la cosa juzgada en los supuestos taxativamente 
indicados en el art. 488 del C.P.P., no autoriza que los cuestionamientos de la sentencia se multipliquen o reediten de 
manera periódica, pues, por los efectos que puede producir, se trata de un medio impugnativo dotado de especial 
excepcionalidad que debe ser aplicado en forma absolutamente restrictiva. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez,  Posadas, Vittar, Ayala, Cornejo.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: 
RUIZ, RAÚL FERNANDO – RECURSO DE REVISIÓN (Expte. Nº CJS 33.273/10)  (Tomo 150: 677/680 – 
8/noviembre/2010) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Arbitrariedad.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 8766 bis/8778 vta. 
DOCTRINA: La reiteración de los agravios referidos a la valoración y selección de la prueba que efectúa la defensa no 
alcanza para dar sustento al recurso extraordinario federal pues la tacha de arbitrariedad es excepcional y no procura 
sustituir a los jueces en asuntos que les son privativos, ni revisar el acierto con que ponderaron la prueba, aunque se 
alegue error en la solución del caso. 
TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris.  DOCTRINA: Dr. Martini.  
CAUSA: C/C VILLAGRA, JULIO CARLOS; PACHECO, DANIEL OSCAR; ESPINOZA, NÉSTOR OSCAR; PAZ, 
WILFREDO DARÍO ALBERTO; CHÁVEZ, JULIO ARMANDO; VARGAS, ALEJANDRO; AGUIRRE, ELISEO 
ISAÍAS; BRITOS, ROBERTO EDUARDO; PÉREZ, MIGUEL ÁNGEL; RUIZ, CRISTIAN GABRIEL ALEJANDRO – 
RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 31.561/08)  (Tomo 150: 459/466 – 29/octubre/2010) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Extinción de la acción penal y de la pena. Muerte del imputado. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR ABSTRACTO el recurso extraordinario deducido a fs. 216/223. 
DOCTRINA: En función del carácter personalísimo de la responsabilidad penal, el derecho moderno ha establecido que la 
acción tendiente a hacerla efectiva y su consecuencia punitiva no pueden mantenerse vigentes luego de la muerte del 
causante. 
TRIBUNAL: Dres. Ayala, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C 
GÓMEZ, JUAN DELFÍN - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 32.097/08)  (Tomo 150: 749/752 – 
8/noviembre/2010) 


